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			Estaba en un corrillo leyendo una canción cultísima, 
tan atestada de latines y tupida de jerigonzas, 
tan zabucada de cláusulas, 
tan cortada de paréntesis, 
que el auditorio pudiera comulgar 
de puro en ayunas que estaba.

			 

			FRANCISCO DE QUEVEDO, Los Sueños

		

	


	
		
			INTRODUCCIÓN

			 

			 

			No cabe duda de que el lenguaje constituye una característica exclusiva y propia de la naturaleza humana; es más, podemos afirmar que el hombre solo se conforma como tal mediante la palabra. Hans Georg Gadamer, siguiendo la doctrina de Heidegger —de quien fue discípulo—, considera el lenguaje «la esencia del ser humano». Cuando somos arrojados al mundo, el lenguaje está ahí con sus significados culturalmente establecidos, y a través de él el recién nacido va construyendo su universo y entrando en una relación dialéctica con la sociedad; pero, por la misma razón, el lenguaje es también un instrumento de poder, ya que por medio de él la sociedad le impone sus valores y creencias.

			Quien controla el lenguaje se encuentra en una situación de preeminencia. En muchas culturas, por ejemplo en el pueblo judío, la facultad de poner nombre constituía un signo de dominio. Así, en la Biblia, Yahvé ordena a Adán dar nombre a los animales como señal de que inviste al hombre rey y señor de la creación. Esa potestad de crear, organizar y determinar el modo de utilizar el lenguaje es, al mismo tiempo, la facultad de estructurar y jerarquizar la sociedad.

			La escolástica y el latín configuraron la sociedad de la Edad Media, de modo que solo quien tenía acceso a su terminología decidía sobre el bien y el mal. La distinción entre una lengua culta oficial y otra vulgar y popular permitía que el poder del conocimiento y la capacidad de dictaminar sobre la verdad y la mentira quedasen reservados a aquellos que controlaban la primera. El latín, como lenguaje esotérico para la gran mayoría de la población, conducía a que únicamente los pocos que lo conocían definiesen los valores, las creencias y la propia estructura social. Durante siglos, la Iglesia mantuvo el latín en la liturgia creando un ámbito de misterio, destinado a ocultar la realidad más que a manifestarla. Solo los iniciados tenían la capacidad de comprender e interpretar.[1] 

			A menudo, el lenguaje, amén de ser un instrumento de poder, se transforma en un instrumento de segregación y enmascaramiento. En la actualidad, las distintas profesiones han creado su jerga, su propio lenguaje. En principio, sin duda, originado por una necesidad técnica, pero arrastrados también por un afán de establecer una clara línea divisoria entre doctos y profanos. El lenguaje sirve así a los profesionales de pantalla, de protección, frente a las injerencias de los que no lo son, y les concede total libertad para actuar casi sin control. Este hecho resulta mucho más evidente en aquellas disciplinas, tales como la abogacía o la medicina, en las que quien demanda los servicios se encuentra con frecuencia en situación de cierta precariedad. Abogados y médicos son especialmente proclives a utilizar un lenguaje esotérico. Pero es muy posible que en ningún otro ámbito como en el de la Economía el lenguaje se haya convertido en un medio para camuflar e incluso distorsionar la realidad, construyendo un mundo artificial, irreal, falaz, alejado de las reglas de la lógica y orientado exclusivamente a garantizar y potenciar los intereses de las clases dominantes. Hoy, no se puede decir que la Economía sea una ciencia, ni siquiera una técnica, sino una ideología al servicio de los que mandan.

			A Wittgenstein le cabe el mérito de haber acuñado la expresión «juego de lenguaje», con la que intenta explicar que lo esencial del lenguaje no se encuentra en el significado de las voces sino en su uso, y subraya la importancia de adentrarse en la forma en que se utiliza.

			En ese contexto, este libro no es, desde luego, un diccionario de economía más, en el que se pretenda definir un número limitado de voces económicas. Estudios de este tipo hay muchos en el mercado. Este libro aspira a ser, más bien, una herramienta que deje al descubierto los ardides y las trampas que se esconden tras el discurso económico actual. Mediante treinta y dos voces y expresiones escogidas de forma selectiva, trata de analizar cómo funciona en los momentos actuales ese lenguaje engañoso, que da por supuesto lo que no es, que considera como inevitable lo que son decisiones políticas, y que ofrece, revestidas de opiniones técnicas y científicas, posiciones interesadas.

			A lo largo de la Historia, la Economía ha pretendido casi siempre justificar con razonamientos técnicos el statu quo establecido y las desigualdades presentes en la sociedad.[2] No otra finalidad tienen en la actualidad la mayoría de los argumentos económicos. Para conseguir este objetivo, los instrumentos lingüísticos y discursivos son múltiples. El más inmediato, la utilización de términos de aparente neutralidad y asepsia, comenzando por el propio nombre de la materia, que abandonó muy pronto el de economía política para adoptar el de teoría económica o el de política económica, y siguiendo por algún otro vocablo como el de excedente empresarial, utilizado para evitar hablar de beneficios o ganancias de las empresas. Incluso se huye de la palabra «empresarios» para utilizar la de «emprendedores».

			Mayor efectividad posee aún, si se quiere, conceder de manera absoluta la connotación de positivo o negativo a un concepto sin mayor discernimiento ni análisis, haciendo abstracción de todas las circunstancias. Se practica así un cierto reduccionismo y una distorsión del lenguaje con la finalidad de conseguir los objetivos perseguidos. Hoy, por ejemplo, se condena sin ninguna matización el déficit público. Se predica de él toda clase de males sin distinguir lo más mínimo entre su composición, finalidad o momento del ciclo en el que nos encontramos. Las verdaderas intenciones se encuentran ocultas porque, en realidad, el objetivo consiste en atacar el gasto público; cuando se trata de reducir impuestos parece que el déficit no importa. El déficit público resulta así una buena coartada para desmantelar los sistemas de protección social.

			Algo similar ocurre con el término inflación. Se le atribuye un carácter absoluto y preferente, haciendo que el control de esta magnitud se convierta en el fin último de la política económica, o al menos de la política monetaria, y sacrificando el empleo a tal objetivo. Buen ejemplo de ello lo constituyen los estatutos del Banco Central Europeo (BCE) que, a diferencia de los de otros bancos centrales como el de la Reserva Federal de Estados Unidos, señalan como única finalidad de la política monetaria la estabilidad de precios, desentendiéndose del crecimiento y del paro.

			A su vez, se pretende falsear el contenido del término. Si su significado más inmediato es el de la elevación de los precios, lo cierto es que por uno de esos retruécanos asociativos que calan en el inconsciente se liga con los salarios. La responsabilidad, por tanto, se traslada de los empresarios —que son quienes fijan los precios— a los trabajadores y a las organizaciones sindicales. Incluso, en ese afán por disfrazar la realidad, a menudo se utiliza para medir el fenómeno, en lugar de un índice de precios, la evolución de los costes laborales unitarios. El propósito es ocultar que detrás de la relación precios-salarios se esconde la contienda entre empresarios y trabajadores para apoderarse de una porción mayor de la tarta, o aun más, lo que se intenta es que cese ese combate por la rendición sin condiciones de una de las partes, los trabajadores. El mismo papel que el déficit público desempeña en aras de justificar una política fiscal regresiva y conservadora lo protagoniza la inflación en el ámbito de la política monetaria.

			A determinados conceptos económicos se les concede un carácter casi sacro, convirtiéndolos en ídolos a los que adorar cuyos fundamentos —como en toda idolatría— son irracionales y dogmáticos. Esto es lo que ocurre, por ejemplo, con la palabra competitividad. Hoy, más bien siempre, la competitividad se transforma en un nuevo Moloc al que se debe sacrificar todo lo demás. Para ser competitivos, los salarios reales deben reducirse, las condiciones laborales degradarse, hay que disminuir las cotizaciones sociales y los impuestos a los empresarios y al capital y, como corolario necesario, deteriorar la protección social. 

			En ese juego interesado de palabras se pretende asociar competitividad con productividad, pero esa identidad no existe. Ser más competitivos no implica ser más productivos. La competitividad es un concepto relativo. Se refiere siempre a otro. Competir es cosa al menos de dos. Todos los países pueden hacerse al mismo tiempo más productivos (producir más cosas con idénticos medios, u obtener lo mismo con menores recursos), pero todos no pueden hacerse a la vez más competitivos. Un país gana competitividad a condición de que otros la pierdan. La competitividad no tiende a hacer más grande el pastel, tan solo a quitarle un trozo al vecino. De ahí, la enorme contradicción de la estrategia seguida por Angela Merkel, al imponer a los países miembros de la Unión Europea (UE) su política antisocial —salarios más reducidos, menores pensiones, peores servicios públicos, etc.—, puesto que difícilmente tendrá otro efecto desde el punto de vista del conjunto de la Eurozona que no sea el de redistribuir la renta en contra de los trabajadores y a favor del capital. No hará a las economías más competitivas. Primero, porque no hay garantía de que los menores costes se trasladen a los precios y, segundo, y en todo caso, porque si todos los países llegan a aplicar la misma política, los efectos se anularán.

			En este marco engañoso del lenguaje económico, el término Producto Interior Bruto (PIB) es un concepto estrella. Todo se mide por el PIB. Seguramente será la palabra más repetida en cualquier libro de Economía. Se da por supuesto que el crecimiento siempre es bueno y que, además, todos los ciudadanos saldrán beneficiados con él. No podemos negar su utilidad para el discurso económico, siempre que lo situemos en su justo lugar y tengamos muy presente la afirmación de William Watt: «No te fíes de lo que dicen las estadísticas mientras no hayas considerado con cuidado lo que no dicen». El error consiste, una vez más, en idealizar el término y medir la prosperidad de un país exclusivamente por el cuadro macroeconómico y por los incrementos del PIB, obviando otros parámetros como el número de horas de trabajo empleado para obtenerlo, la forma en que se ha logrado el crecimiento, su composición y la distribución de la renta.

			Por otra parte, el PIB, como magnitud estadística, tiene una serie de limitaciones que conviene siempre tener en cuenta. No considera, por ejemplo, todo aquello que no pasa por el mercado por muy enriquecedor que sea para la persona o para la sociedad, ni la variación de activos y pasivos, por lo que no se computan las economías o deseconomías externas que se generan en el proceso productivo. No se valoran, por ejemplo, los perjuicios causados al medio ambiente o el consumo de medios naturales.

			A otros conceptos, como a los de globalización y libre circulación de capitales, se les pretende dar un carácter de realidad fáctica, considerándolos al margen de cualquier decisión política. Con el término «globalización» se juega a la ambigüedad, y es esta ambigüedad la que permite hacer pasar por hecho inalterable lo que más bien es fruto de una determinada opción ideológica marcada por intereses concretos.

			La palabra «globalización» remite en primer lugar a ciertos procesos sociológicos que vienen produciéndose desde hace largo tiempo, unidos a avances técnicos y científicos, tales como el desarrollo de las comunicaciones o la digitalización. En este sentido, la globalización sí supone una realidad fáctica. Pero esto nada o muy poco tiene que ver con el contenido que en el mundo económico se da al término «globalización». En este ámbito se reduce a la introducción del libre cambio y de la libre circulación de capitales. Tales realidades tienen muy poco de necesarias. La prueba más evidente es que en otras etapas recientes de la Historia se han aplicado políticas diferentes.

			La aceptación sin límites de la libre circulación de capitales representa la renuncia del poder político a controlar al poder económico, con lo que es el propio concepto de democracia el que entra en crisis. La liberalización de los flujos financieros conduce a la inestabilidad de los mercados, pone contra las cuerdas a los países, originando frecuentes crisis, que en algunos casos como los momentos actuales hacen peligrar la totalidad del sistema económico internacional. Sin embargo, los gobiernos se resisten a implementar cualquier medida para controlar los capitales, ni siquiera aquellas que pueden ser más suaves, como la tasa Tobin. El chantaje del capital a los gobiernos, o simplemente su mera posibilidad, concede a estos una coartada para destruir la progresividad de los sistemas fiscales, y para ir deprimiendo progresivamente la protección social y empeorando las condiciones laborales.

			Los embustes y los enredos del discurso económico anidan quizá como en ninguna otra materia en los sistemas fiscales. No en balde el neoliberalismo económico que surge —o al menos toma fuerza— con Reagan y Thatcher y con lo que se ha dado en llamar la revolución de los ricos, se dirige en primer lugar contra la progresividad fiscal. Pero ¿cómo decir abiertamente que lo que en realidad se procura con las sucesivas reformas fiscales es perjudicar a los pobres y beneficiar a los ricos? Las fuerzas económicas y las fuerzas políticas que les apoyan (casi todas) necesitan revestir sus intenciones con una máscara de neutralidad y objetividad, disfrazando de bien general lo que solo va a beneficiar a unos pocos y, por lo tanto, irá en perjuicio de la mayoría.

			Todas las reformas fiscales se han orientado en la misma dirección: reducir o eliminar los impuestos progresivos (Impuesto sobre la Renta, de Sucesiones, y sobre el Patrimonio). Se engaña a los contribuyentes mostrándoles el beneficio inmediato que van a obtener en forma de rebaja impositiva, pero se les oculta que las rebajas que van a percibir aquellos que ganan el doble o diez veces más que ellos van a ser, respectivamente, cuatro o cincuenta veces la suya. También se encubre la contrapartida, es decir, el incremento en los impuestos indirectos o la reducción de los servicios públicos y prestaciones sociales que tendrán que compensar las rebajas practicadas en los impuestos directos, con lo que el saldo para la mayoría de la población acaba siendo negativo. Se recurre a esa antigualla de la curva de Laffer, puesta de moda en la etapa Reagan, que, por supuesto, nunca ha funcionado, para transmitir la idea de que tras las reducciones impositivas no se va a recaudar menos, sino que, bien al contrario, los ingresos van a ser mayores.

			Para reducir la tributación a las empresas y al capital se apela a la necesidad de incentivar el ahorro, como si no supiésemos desde los tiempos de Keynes que lo que se precisa en la mayoría de las etapas económicas es precisamente la opción opuesta, propiciar el consumo.

			En ese objetivo de ocultar las verdaderas intenciones, el lenguaje económico se vuelve tartufo cuando se trata de enfrentarse con los asuntos relativos a la protección social, bien sea el sistema público de pensiones, el Sistema Nacional de Salud o cualquier otra prestación o servicio público. El argumento empleado es siempre el mismo: se dice querer defender el Estado de bienestar, aunque para garantizarlo es imprescindible acometer reformas; y, reforma tras reforma, se van empobreciendo todas las prestaciones.

			Del sistema público de pensiones se asegura que no es viable, debido a la baja tasa de natalidad y a las futuras pirámides de población, olvidando por completo la tasa de actividad, los incrementos de la productividad y el hecho de que en ningún sitio está dicho que las pensiones deban sostenerse exclusivamente con las cotizaciones de los trabajadores, eximiendo así a las rentas de capital y a los beneficios empresariales de colaborar en su mantenimiento.

			Los ataques al sistema público de pensiones ocultan además otra finalidad: la de promocionar los fondos privados de pensiones. En realidad, el propio nombre supone ya una engañifa, porque de pensiones, nada de nada; se trata lisa y llanamente de una forma de ahorro y, desde luego, no de las mejores, ya que el partícipe no puede disponer de la inversión, desconoce su destino, y las comisiones terminan comiéndose toda la rentabilidad. Pero estos inconvenientes se transforman en ventajas para las entidades financieras que son las depositarias y que controlan a las gestoras, con lo que mueven y disponen de un montante muy elevado de recursos cautivos.

			Los gastos en sanidad se encuentran también en la diana de los reformadores. Se aduce su progresivo incremento, lo que no tiene nada de anormal dada su condición de bien superior, por lo que deben crecer en mayor proporción que el de la renta. Pero ello, tanto si es el sector público el encargado de suministrar el servicio como si lo es el sector privado. Es más, las experiencias disponibles, como la de Estados Unidos, indican que cuando la asistencia es privada el gasto es aún mayor. El problema, por consiguiente, no es si podemos o no financiarlo, sino si habrá de financiarse con impuestos o mediante precio. Los bienes sanitarios son los menos aptos para dejar su provisión en manos del mercado; no solo porque excluiríamos a muchos ciudadanos de su consumo, sino porque el paciente nunca sabría si la prescripción que se le aconseja es la que le conviene o la que conviene al facultativo o a la sociedad privada en función de sus intereses económicos.

			La expresión mercado de trabajo ya de por sí conlleva una intención torticera, la de hacernos creer que las relaciones entre la empresa y el trabajador se deben encuadrar en un mercado similar a cualquier otro, sometido al Derecho mercantil, en el que el precio y la cantidad de mano de obra contratada se determinan mutuamente. De esta forma, se justifica el paro, cuya causa radica exclusivamente en que los trabajadores y los sindicatos no dejan que los salarios se reduzcan suficientemente. Aparece así uno de los trucos favoritos del lenguaje y del discurso económico: dividir a la clase trabajadora. En este caso, empleados contra parados. Es el egoísmo de los primeros el que genera la tragedia de los últimos. 

			Lo cierto es que la contratación de mano de obra obedece mucho más a las expectativas de los empresarios que a los costes. Las empresas invertirán y contratarán trabajadores si piensan vender sus productos, lo que dependerá de la demanda y, en buena medida, del consumo. Los asalariados son también los principales agentes de consumo, de manera que la disminución de las remuneraciones de los trabajadores en lugar de incrementar el empleo puede reducirlo.

			La hipocresía en el lenguaje económico conduce en algunos casos a trastocar los contenidos de las palabras, de manera que lo público signifique privado y lo privado público. Hasta ese extremo se ha llegado con las empresas públicas, el capitalismo popular y las privatizaciones. En agosto de 2001, cuando se habían privatizado ya las grandes empresas públicas españolas, el entonces presidente del gobierno, José María Aznar, desde Menorca, se jactaba de ello, impartiendo una doctrina pintoresca, pero representativa del pensamiento neoliberal: «Ya no hay empresas públicas que manejar, porque las hemos devuelto a la sociedad. Ya no hay monopolios que proteger, porque los hemos abierto a la competencia. Ya no hay muchas de las reglamentaciones que hace unos años hacían de los gobernantes verdaderos señores de los sectores económicos». Más recientemente, la presidenta de la Comunidad de Madrid ha expresado una teoría parecida a propósito de la privatización del Canal de Isabel II. Ha dicho que lo hace para devolver el canal a los madrileños. ¿Cuántos madrileños podrán comprar acciones y en qué proporción? Se utilizan las palabras con un significado opuesto por completo al que habitualmente tienen. Privatizar es lo contrario a socializar, y por devolver los bienes a la sociedad se ha entendido siempre nacionalizarlos, expropiando a sus propietarios. Pues bien, en estos juegos de artificio del lenguaje económico neoliberal se nos quiere convencer de lo contrario.

			Sin ninguna razón convincente, se da por supuesto que la empresa privada es más eficiente que la pública. Por todo argumento, se lanza la idea de que cuando uno administra sus propios recursos emplea mayor diligencia que si lo que gestiona es lo ajeno. Lo cual es cierto, pero no tiene ninguna aplicación al asunto que tratamos, porque cuando se habla de empresa pública —y más concretamente de empresas privatizadas—, dada su magnitud, la gestión siempre se encuentra separada de la propiedad, ya sea esta del Estado o de los particulares. Es más, el control al que se encuentran sometidos los administradores públicos, aun con deficiencias, suele ser más estricto que el de los gestores de las empresas privadas. Los políticos, bien que mal, se someten al voto de los ciudadanos cada cierto tiempo, mientras que en los momentos actuales en las grandes empresas los accionistas se ven impotentes para controlar a los consejos de administración.

			La Unión Europea, desde su creación, está inmersa en un lenguaje engañoso e hipócrita. Todo el proceso se ha camuflado con un discurso casi místico, idealista, de altos vuelos, situando como objetivo la paz y la necesidad de superar los graves conflictos del pasado. Es posible que esta fuese la idea en sus orígenes, pero este proyecto novelesco hizo muy pronto agua y de ello, hoy en día, no queda absolutamente nada. La realidad es muy otra, aun cuando se siga intoxicando a las sociedades y a los pueblos con esta palabrería almibarada. Concretamente en España, fue muy fácil el engaño. Tras casi cuarenta años de dictadura y aislamiento, después de largo tiempo de sentirnos rechazados, de casi creernos aquello de que África comenzaba en los Pirineos, estábamos prestos a dar por bueno, sin examen previo alguno, todo lo que viniese de Europa; nuestra incorporación a la Comunidad Económica Europea nos llenó de orgullo. Nos acercamos a Europa agradecidos, sin estar seguros de merecerlo; acomplejados, hicimos el firme propósito de demostrar a nuestros vecinos que nadie nos ganaba a europeizantes. 

			Lo que hoy llamamos UE dista mucho de esa idea romántica que se ha querido vender a los ciudadanos. En realidad, no se puede hablar de la unión de Europa, sino de la Europa de los mercaderes. Desde muy pronto, el proyecto fue virando hacia intereses mercantiles y financieros y abandonando cualquier otra finalidad. Se asentó sobre una asimetría peligrosa que desarrollaba tan solo unos aspectos, dejando otros complementarios de los anteriores en manos de los Estados nacionales, con lo que los desequilibrios y contradicciones, antes o después, tenían que acabar apareciendo.

			En 1989, el Acta Única introducía la libre circulación de capitales sin haber adoptado previamente ningún tipo de armonización en materia fiscal, social o laboral, con lo que se daba la salida para que los Estados comunitarios entrasen en una carrera competitiva para ver cuál bajaba más los impuestos al capital o a las empresas, cuál reducía más los salarios reales o precarizaba en mayor medida las relaciones laborales, y limitaba con mayor rigidez los sistemas de protección social. Paradójicamente, en nombre de Europa se pone en esos momentos en peligro lo que era más propio de Europa, el modelo de Estado social.

			En Maastricht, de nuevo se emplea el lenguaje más para ocultar que para describir la realidad. La Comunidad Económica Europea cambia de nombre para denominarse Unión Europea en un intento de dar a entender lo que en realidad no es. Únicamente se proyectaba la Unión Monetaria (UM),[3] con enormes defectos, contradicciones y carencias, con un banco central cercenado en sus cometidos y funciones y, por supuesto, sin ir acompañada de la integración necesaria en los aspectos fiscales y presupuestarios. Las consecuencias las estamos contemplando y pagando en los momentos presentes.

			La UE se ha construido de espaldas a los ciudadanos, ocultándoles la dimensión y las consecuencias de los acuerdos y disimulando los intereses económicos que impulsaban el proceso. Los políticos han actuado siempre entre bambalinas, intentando consultar lo menos posible a sus respectivas sociedades, y cuando estas consultas resultaban inevitables se acudía a la intoxicación y a la complicidad de los medios de comunicación. Es más, si la votación era negativa se repetía tantas veces como fuese necesario hasta obtener un resultado positivo o, como ocurrió con la Constitución, convirtiéndola en un tratado para que no fuera preciso someterla a referéndum. Es casi un tópico señalar el enorme déficit democrático que ha acompañado todo el proceso de construcción de la UE, pero lo que es aún más grave, está haciendo peligrar la democracia de los propios Estados nacionales, no solo porque se hayan traspasado competencias de estos —aunque con sus imperfecciones, sistemas democráticos— a órganos, como el BCE, irresponsables políticamente, sino porque está dejando inermes a los países y a sus gobiernos frente al capital y a los mercados.

			En todo este desarrollo, el lenguaje como forma de ocultación desempeña un papel importante. Así, se llama Pacto de Estabilidad y Crecimiento, cuando en este acuerdo se halla totalmente ausente el objetivo de crecimiento, y se denominó Constitución Europea a lo que no lo era. Quizás este texto fallido pueda erigirse como monumento al lenguaje artero. Tras una verborrea alambicada y engañosa, se pretendió ofrecer una imagen de la UE muy distinta de lo que en realidad es.

			Los intereses en juego deben de ser tan grandes que, a pesar del fracaso del Sistema Monetario Europeo (SME) y de que la racionalidad económica cuestionaba la posibilidad del proyecto tal como se había diseñado, se siguió adelante contra viento y marea en la construcción de la UM. La crisis que ha tambaleado la economía internacional ha puesto sobre el tapete todas las contradicciones y cómo los países miembros de la UM se encuentran en una trampa, de la que les va a resultar imposible salir. Solo ahora las élites dominantes, o sus voceros —algunos periodistas—, comienzan a proclamar la necesidad de un gobierno económico de Europa. Solo ahora se dan cuenta de que la UM por sí sola no puede subsistir. Hay que temer, sin embargo, que una vez más se estén empleando palabras vacías de contenido. Lo que menos necesita Europa son nuevas instituciones. Sobra burocracia.

			Como primera condición, cualquier gobierno en Europa precisa ser democrático. Europa no puede fundarse sobre la dictadura de uno o dos países (metrópoli) que imponen su voluntad al resto (colonias). Precisamente, buena parte de los grandes defectos que socavan la UM derivan de que se ha conformado de acuerdo con las conveniencias y los dictados de Alemania. Así, se estableció un Banco Central Europeo (BCE) con todo tipo de carencias, no solo por obedecer a principios claramente antidemocráticos —al ser independiente de cualquier poder político y no responder ante nadie—, sino porque presenta tales limitaciones que deja a los Estados indefensos ante los mercados. De nada valen las instituciones si no se las dota de las competencias adecuadas.

			Reino Unido ha sufrido una burbuja inmobiliaria tan grande o mayor que la española, sus entidades financieras se sitúan entre las que más problemas han tenido en Europa y su stock de deuda pública sobrepasa el de España y, sin embargo, la deuda británica no está padeciendo la presión de los mercados, y el tipo de interés que paga por sus bonos apenas supera al de Alemania. La explicación es evidente. Reino Unido, amén de haber podido depreciar su moneda con respecto al euro, cuenta con el Banco de Inglaterra, que garantiza que nunca se va a producir un impago de la deuda. En caso de dificultades, el Banco de Inglaterra estaría dispuesto a facilitar al Tesoro los fondos necesarios o a comprar toda la deuda pública precisa para estabilizar el precio. Los mercados raramente especulan contra los prestamistas en última instancia, porque poseen una capacidad de compra ilimitada. Esto es lo que les falta a los países de la Eurozona, ya que se les ha privado de sus bancos centrales, y el BCE carece de las competencias adecuadas.

			Para constituir un gobierno económico de Europa, primero tiene que haber algo que gobernar. Deben existir unas finanzas públicas que se puedan considerar tales, con un gasto cuantitativamente significativo e ingresos propios, realidades ausentes por completo hasta ahora. La Unión no posee impuestos propios y su presupuesto es ridículo. Únicamente después de haber establecido una verdadera unidad económica y política tendría sentido hablar de gobierno europeo. Lo que carece de toda lógica es que desde Europa o, mejor dicho, desde Alemania se quiera regir las economías nacionales. Estas se encuentran en una situación muy dispar y no se les puede aplicar la misma política, a no ser que se esté dispuesto —que no se está— a realizar las correspondientes transferencias interregionales.

			La canciller Merkel pretende entronizar en Europa la dictadura alemana, y está imponiendo en todos los países de la UM una política económica radicalmente conservadora, solo comparable a la que defienden los neocon o el Tea Party en Estados Unidos. Instrumenta, a través del BCE, una política monetaria muy restrictiva que conduce a la apreciación del euro, y fuerza a los distintos gobiernos a adoptar políticas fiscales durísimas. Los resultados son evidentes, tanto desde la óptica de la equidad (incremento de las desigualdades, destrucción de los sistemas de protección social, pérdida de los derechos laborales) como desde la perspectiva de la actividad (estancamiento económico y paro).

			Por si eso no fuese suficiente, se propone —más bien se impone— esa patochada de introducir en las Constituciones una cláusula para controlar el déficit. Patochada que, cómo no, España ha sido el primer país en secundar por medio de un extraño acuerdo entre los dos partidos mayoritarios que va a introducir una enorme rigidez en la política. Su aplicación se pospone a 2018 o 2020. ¿Alguien se atreve a pronosticar en qué circunstancias se hallará la economía española en esas fechas? ¿Existirá el euro? Colocar esa losa es de una enorme irresponsabilidad y una huida hacia adelante en una carrera perdida de antemano. 

			Aun cuando entonces casi nadie quería reconocerlo, la UM, tal como se diseñó en Maastricht y se ha desarrollado posteriormente, resulta inviable. Los acontecimientos lo están demostrando. Pero la gran mayoría continúa sin asumir el problema en toda su dimensión y piensa que se puede arreglar con parches. La única solución factible pasa por constituir una verdadera unión económica en todos sus aspectos. Aunque ello conllevaría realizar enormes transferencias de recursos de las naciones ricas a las menos prósperas, y de eso las primeras no quieren ni oír hablar. Quizá sea lógico, pero en tal caso Alemania no debería haber planteado nunca una unión a la que no está dispuesta y, sobre todo, los gobiernos de los demás países no deberían haber aceptado jamás un modelo que conduce a las economías de sus respectivos Estados al abismo, ni deberían continuar mareando la perdiz con medidas como la de la reforma de la Constitución, que lejos de solucionar la situación la empeora de cara al futuro.

			Este libro, tal como ya se ha dicho, escrito en formato de diccionario, pretende, mediante treinta y dos términos relativos a otras tantas realidades, desenmascarar el discurso tramposo que domina hoy la economía, y que intenta dar gato por liebre. Se ha optado por emplear un lenguaje claro, sencillo, accesible incluso para aquellos que no sean economistas, que si siempre es conveniente y no tiene por qué ir en detrimento del rigor, con mayor motivo en esta ocasión en que a lo que se aspira es a descubrir lo que otros tratan, con las mismas palabras, de ocultar.

			Ortega sostenía que la claridad es la cortesía del filósofo. Hoy deberíamos repetir que la claridad tendría que ser la cortesía del economista, por lo menos del economista con honestidad intelectual. Los discursos arcanos y esotéricos, los razonamientos cifrados, la oscuridad en los planteamientos, obedecen más a la conveniencia de mantener la disciplina oculta al común de los mortales que a la propia exigencia intrínseca de los argumentos económicos. Hay que desconfiar de los economistas que se expresan en términos ininteligibles; la mayoría de las veces pretenden hacer pasar por verdades científicas lo que son intereses de clase.

			El secuestro en las cátedras, en los servicios de estudios, en los bancos, en los cenáculos del dinero y en los centros oficiales convierte la ciencia económica en uno de los instrumentos más perfectos para perpetuar un sistema injusto y desigual. Es imprescindible, por tanto, plantear la batalla ideológica en el campo económico. La Economía debe descender a la calle, hacerse popular. Sacarla de los olimpos académicos para acercarla a las inquietudes de la sociedad. En todo caso, habrá, por lo menos, que seguir el consejo que Galbraith daba a los ciudadanos: «La única actitud veraz consiste en exigir la explicación más completa y preguntarse si tal explicación resiste la prueba del sentido común. Si alguna vez un economista le pide a usted que acepte su punto de vista como si fuese el evangelio con el pretexto de que se basa en la erudición, no se crea una palabra».[4]

			Madrid, diciembre de 2011
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			AGENCIAS DE CALIFICACIÓN CREDITICIA

			Sociedades que tienen por objeto la calificación crediticia (rating o credit rating), es decir, la tarea de dictaminar acerca de la capacidad de un emisor de hacer frente a sus compromisos de pago o sobre la calidad y el riesgo de una emisión específica de deuda. Para ello asignan una puntuación en forma de letra o número que sirve para reflejar la capacidad crediticia evaluada.

			Aun cuando existen unas 170 agencias de este tipo, la concentración es muy grande. Entre las tres más importantes absorben una cuota de mercado del 94 %: Moody’s y Standard & Poor’s (80 %), Fitch (14 %). Las tres sociedades son norteamericanas y privadas.[5] Lo primero que quizá habría que plantearse es de dónde procede ese enorme poder que detentan en la actualidad. Para una mentalidad europea, lo lógico sería en principio que fuesen instituciones públicas las encargadas de conceder las calificaciones adecuadas. Sin embargo, el modelo angloamericano se orienta a entregar estas competencias, igual que ocurre con la auditoría, a manos privadas. Tal modelo es el que se ha terminado imponiendo internacionalmente.

			Esta actividad empresarial se inició con la emisión de bonos, de manera que los suscriptores requerían y compraban los servicios de calificación de las inversiones que iban a realizar. En la década de 1970 la Comisión de bolsa y valores de Estados Unidos (SEC) seleccionó a las tres agencias citadas como aquellas que podían calificar las emisiones de bonos a efectos de la regulación institucional. Con la libre circulación de capitales y la internacionalización de los mercados financieros, las agencias adquirieron un enorme poder. Se produce así una transmutación de la realidad política un tanto preocupante. Lejos de ser los Estados los que califican a las empresas privadas, son las compañías privadas (las agencias de calificación) las que terminan calificando a los Estados. Hay, además, un cambio sustancial en la manera en que las agencias cobran sus servicios. Ahora son los emisores los que los pagan, con la consecuencia negativa de que se provoca un conflicto de intereses, ya que puede establecerse una relación entre las retribuciones y la calidad de la calificación otorgada.

			Si el volumen de negocios y, por consiguiente, los beneficios habían crecido notablemente en las décadas de 1980 y 1990, es en los primeros años de este siglo con la titulización cuando tal crecimiento se hace exponencial, especialmente en lo que hace referencia a los beneficios, puesto que se establece entre los emisores y las agencias una relación perniciosa, de manera que los primeros consultaban a estas la forma en que debían estructurar su emisión para obtener la calificación requerida.

			Las críticas a las agencias de calificación han surgido con fuerza en los últimos tiempos por la ineptitud mostrada en sus actuaciones en dos crisis recientes: la del Sudeste Asiático y la actual de carácter mundial. Durante los años anteriores a 1997 apenas hubo cambios importantes en las valoraciones de los países asiáticos; sin embargo, a partir de julio de ese año, cuando estalló la crisis, las disminuciones de las calificaciones, a toro pasado, se sucedieron con rapidez. Por ejemplo, las tres agencias rebajaron la calificación de Corea del Sur (alguna de ellas hasta doce escalones) situándola casi en la antesala del default. Se hizo evidente la falta de eficacia de los métodos aplicados, ya que solo funcionaban a posteriori.

			Las mismas agencias de calificación reconocieron su fracaso y en el análisis que realizaron acerca de las causas de los errores cometidos situaron entre los elementos sustanciales el hecho de haberse fijado exclusivamente en la deuda externa del sector público, olvidando la del sector privado. Tal planteamiento obedecía en realidad a un prejuicio ideológico conservador muy extendido, que se limita a contemplar el déficit público ignorando el del sector exterior. Las agencias se olvidaron de la solvencia de los bancos y de las empresas. Admitieron también que no habían tenido en cuenta los mecanismos de contagio posibles y las dificultades para conocer de manera adecuada las políticas económicas que se estaban aplicando y las estadísticas correctas.

			No obstante ser evidentes las equivocaciones y los defectos del modelo, los mandatarios internacionales no hicieron nada para corregirlo; incluso en 2006 la Comisión contestaba al Parlamento Europeo en los siguientes términos:

			 

			A raíz de la petición del Parlamento Europeo, la Comisión ha estudiado con gran detenimiento si efectivamente se requerían nuevas propuestas legislativas para regular la actividad de las agencias de calificación crediticia. Su conclusión es que actualmente no es precisa una nueva iniciativa legislativa.[6]

			 

			La Comisión se mostraba convencida de que las directivas existentes, combinadas con la autorregulación de las propias agencias, daban respuesta suficiente a las cuestiones que preocupaban al Parlamento Europeo, y al mismo tiempo parecía satisfecha de que aquellas hubiesen elaborado su propio código de conducta. Una vez más, todo se dejaba en manos de la autorregulación. Bastó que transcurriera un breve lapso de tiempo para que se hiciesen presentes con la crisis económica los fallos de este planteamiento y el defectuoso comportamiento de las agencias de calificación.

			Uno de los aspectos más llamativos de esta crisis ha sido comprobar cómo habían concedido las máximas calificaciones a productos que más tarde aparecieron como papel basura y que constituyeron el detonante de la crisis. Es evidente que en estos falsos dictámenes han tenido mucho que ver los intereses de las propias agencias y el posible contubernio con los emisores. Es decir, que existían factores que propiciaban el sesgo de las calificaciones. A pesar de ello, hay que preguntarse si las agencias cuentan con instrumentos suficientes para emitir un juicio con la precisión requerida. Las agencias se equivocaron, pero la cuestión es si no tienen por fuerza que equivocarse, sobre todo cuando se pretende establecer un número tan elevado de tramos en la escala de calificación.

			El futuro económico está sometido a una gran incertidumbre y la capacidad de las agencias para realizar diagnósticos con la certeza que pretenden, se ha demostrado muy reducida. En primer lugar, porque no es fácil que desde fuera puedan tener un conocimiento fiable y exacto de la entidad o del producto que están enjuiciando y, en segundo lugar, porque sus opiniones están profundamente condicionadas por los prejuicios de una teoría económica muy conservadora basada en apriorismos ideológicos. Las opiniones que emiten sobre los países o las empresas están fundadas a menudo en informaciones o noticias recogidas de la prensa nacional o internacional, en muchos casos llena de errores o, lo que es peor, de posiciones interesadas, bien sea por razones políticas o económicas. Los complicados modelos probabilísticos y matemáticos que emplean tienen el problema de todos los modelos econométricos, tanto más inconsistentes cuanto que lo que pretenden averiguar es el futuro.

			La posibilidad de error se incrementa de forma considerable cuando nos referimos a productos estructurados. La calificación de títulos cuyos subyacentes son préstamos bien sean RMBS[7] o CDO[8] se fundamenta en el análisis de riesgo de miles de prestatarios que las agencias no conocen y de los que solo disponen de una información indirecta, la que obtienen a través de las entidades emisoras de los títulos. Además, las agencias declinan toda responsabilidad sobre la veracidad de la información utilizada y se niegan a aceptar cualquier compromiso de comprobación o auditoría sobre ellas.

			El proceso de calificación de una empresa o de un gobierno permite el trabajo de campo con entrevistas u observaciones sobre el terreno. Bien es verdad que, tal como se ha dicho, estas informaciones pueden estar en la mayoría de las ocasiones sesgadas e incluso intoxicadas. Pero ni siquiera esto es posible cuando se trata de productos estructurados que solamente pueden basarse en modelos estocásticos, lógicamente muy vulnerables, en los que resulta esencial la información suministrada al modelo, información que no está contrastada, así como tampoco lo están en la mayoría de los casos las hipótesis de partida, a menudo imposibles de contrastar. El mayor error cometido por las agencias en la calificación de los productos estructurados consiste en que creyeron que los fallidos hipotecarios eran eventos independientes, lo que puede ser cierto en momentos normales pero no en las crisis, en las que los impagos se interrelacionan. Solo la atracción que ejercen los modelos matemáticos, quizá por resultar incomprensibles para una gran mayoría del público —puede que incluso para aquellos que se supone más entendidos—, explica que se hayan dado por buenas estas calificaciones.

			No es de extrañar, por tanto, que, por una parte, las agencias hayan cambiado en varias ocasiones sus modelos, señal evidente de las dudas que ellas mismas tienen sobre la materia y, por otra parte, la contradicción de que determinados títulos estructurados, dotados con la máxima calificación crediticia, se emitieran con primas de 100 o 200 puntos básicos por encima de los bonos soberanos o los emitidos por ciertas empresas. Tras la crisis, las agencias pretendieron disculparse afirmando que la calificación AAA en un CDO o en un RMBS no tenía la misma significación que en otros instrumentos tradicionales, pero, desde luego, ninguna de ellas lo había anunciado con anterioridad.

			Las agencias han sido, por consiguiente, cooperadoras necesarias de la crisis que a comienzos de 2008 hizo tambalearse la economía internacional. La comisión del Congreso de Estados Unidos que investigó la crisis concluyó que los fallos de las agencias de calificación crediticia fueron engranajes esenciales en la maquinaria de destrucción financiera y herramientas clave en el caos que afectó a los mercados; los valores basura no se habrían comercializado y vendido sin su sello de aprobación. A su vez, la subcomisión de investigación del Senado sobre las causas de la crisis financiera fue más allá, enviando un informe al Departamento de Justicia y a la SEC con la finalidad de que se determinara si existían responsabilidades penales. Actualmente la SEC está estudiando presentar cargos civiles por fraude contra alguna de las agencias de calificación.

			Pero lo cierto es que hasta ahora han salido bien libradas de todos los pleitos y continúan actuando como si nada hubiese ocurrido. A pesar de los errores cometidos y de la falta de ética que ha guiado a menudo su comportamiento, acumulan más poder que nunca, poder incluso cedido por las instituciones públicas, por ejemplo al determinar en Basilea II que los requerimientos de capital de los bancos se basen en la aceptación de la calificación de las agencias o el hecho de que el BCE esté obligado por sus estatutos a comprar únicamente bonos calificados como de máxima solvencia por ellas.

			El poder de las agencias está superando al de los Estados. Ya se hizo patente así en la crisis de la deuda latinoamericana. En el pasado, sus veredictos colocaron contra las cuerdas a muchos países emergentes. Bien es verdad que eso, cuando se trataba de países subdesarrollados, a nadie extrañaba. En realidad constituía una herramienta más en la imposición del consenso de Washington. La situación actual es distinta, ya que se han atrevido a atacar a Europa y a Estados Unidos.

			Es posible que este último comportamiento obedezca a una estrategia basada en el dicho de que la mejor defensa es un buen ataque. Tras la crisis, a las agencias les han llovido los contenciosos; bien es cierto que más en Estados Unidos que en Europa, pero Europa es mucho más vulnerable. Las contradicciones de la Unión Monetaria dejan a los Estados miembros en una gran indefensión, sin moneda propia y sin un banco central que los respalde, situación que se agrava en aquellos países periféricos que a lo largo de estos años han experimentado una mayor tasa de inflación y, por lo tanto, han perdido competitividad, que no pueden recuperar mediante una depreciación del tipo de cambio.

			La sensación es de que las agencias están echando un pulso a los Estados. Pretenden dejar claro cuál es su fuerza y su capacidad de desestabilización. Tal vez estén practicando una especie de chantaje para que no continúen las demandas. Eso explicaría, por ejemplo, por qué la fiscalía anticorrupción española tiene paralizadas desde hace cinco meses las denuncias presentadas por algunas organizaciones en contra de las agencias de calificación o por qué, justamente a los pocos días de que la prensa informara de que la comisión del Senado norteamericano había encontrado indicios de ilícito penal en la conducta de Standard & Poor’s, y remitía el documento al Departamento de Justicia, esta agencia degradaba la calificación de la deuda soberana de Estados Unidos.

			Pero en el comportamiento reciente de las agencias de calificación se traslucen también motivos económicos. Sus decisiones son anuncios autocumplidos. Al tratarse de un oligopolio, y tener como alguien ha dicho el «vuelo de los patos», es decir, en bandada, causan lo que predicen, especialmente cuando el diagnóstico es negativo. Se da la circunstancia de que entre los mayores accionistas de Standard & Poor’s se encuentran dos de los principales fondos de inversión (Black Rock y Capital Group) y Moody’s pertenece al grupo McGraw Hill, que gestiona algunas de las principales bolsas del mundo. No se precisa un exceso de imaginación para intuir los movimientos especulativos a los que dan lugar y las ganancias extraordinarias que pueden reportar a aquel que tenga la información adecuada. Es casi apostar sobre seguro.

			La contrapartida se encuentra en el enorme coste que representa para los países objeto de los ataques, y por tanto para los contribuyentes, ya que deberán financiarse a tipos de interés mucho más elevados. Se encontrarán en un círculo vicioso de difícil salida, ya que el incremento del precio de la deuda empeorará su situación económica y dará motivos adicionales para que las agencias vuelvan a degradar su calificación.

			Hay que reconocer, no obstante, que no toda la culpa radica en las agencias. Han sido los poderes políticos de todos los países los que han abdicado de sus competencias. Instituciones como el BCE o la SEC han otorgado carácter público a sus calificaciones. La desregulación y globalización de los mercados financieros generan una cierta impotencia de los Estados individuales, mientras que determinados foros como el G-20 permanecen enredados en mera palabrería. Se han limitado a criticar a las agencias sin tomar ningún acuerdo efectivo. El Fondo Monetario Internacional (FMI) afirma ahora que son una fuente de desestabilización, pero tampoco ha adoptado ninguna medida al respecto. No están muy lejos los tiempos en que recibían todo su apoyo.

			Especialmente grave es el caso de la Unión Europea. Desde todos los ángulos se ha reaccionado duramente contra el brutal descenso de la calificación que Moody’s hizo de la deuda portuguesa; pero sin restar un ápice de culpabilidad a las agencias hay que aceptar que la Unión Europea se lo ha puesto fácil, no solo porque no haya pasado de las palabras a los hechos y no haya tomado medida alguna para contrarrestar a las agencias, sino porque su falta de acuerdo, sus indecisiones y titubeos a la hora de respaldar a los países miembros incrementan la indefensión que estos ya sufren, derivada del propio modelo sobre el que está construido el euro.

			Sin duda, la ofensiva de las agencias frente a la deuda soberana de los países de la Eurozona obedece a un motivo especulativo, pero tiene un fundamento racional: la creencia de que la Unión Monetaria no podrá mantenerse y de que es imposible que el tipo de cambio de estos países siga siendo el mismo que el de Alemania.

			 

			Véase también: Libre circulación de capitales
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